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Para adoptar la Ley Orgánica del Departamento de Justicia, establecer las funciones y deberes

del Secretario de Justicia y de los demás funcionarios y empleados del Departamento;

disponer sobre el sistema de personal, la organización interna del Departamento de Justicia

y crear aquellas Oficinas indispensables para cumplir con su función constitucional; crear

los cargos de Fiscales y Procuradores, establecer sus funciones y deberes, fijar sus sueldos

y beneficios, proveer para la concesión de licencia sabática y establecer las causas de

amonestación, separación, suspensión y destitución de estos funcionarios y el

procedimiento disciplinario; y para derogar los Artículos 64, 65, 66, 67 ,68, 69, 70,71,72,

73,74,75,76,77 y 78 del Código Polít ico de Puerto Rico, aprobado el lro. de matzo de

1902, según enmendado; la Sección 6 de la Ley de 20 de febrero de 1903; la Ley 3 de

1904, según enmendada, que provee para el nombramiento de Fiscales de Distrito; la Ley

de 9 de marzo de 1905, que prohibe a los fiscales el ejercicio de la abogacía; la Ley Núm.

2O de29 de mayo de 1925; la Ley Núm. 55 de 30 de abril de 1938; la ky Núm. 147 de9

de mayo de 1938, según enmendada; la Ley Núm. 34 de 2l de noviembre de I94l; la Ley

Núm. 27 de 2 dejulio de 1947, según enmendada; la Ley Núm. 23 de 24 de junio de 1952,

según enmendada; la Ley Núm. 7 de 15 de mayo de 1959, según enmendada; lal-ey Núm.

28 de 4 dejunio de 1960; la Ley Núm. 79 de 2l dejunio de 1962; la Ley Núm. 54 de 6 de
junio de 1963; la Ley Núm. 141 de 30 de junio de 1966, según enmendada; la Ley Núm. 75

de 6 de junio de 1968, según enmendada; la Ley Núm . 17 de 8 de mayo de 1973, según

enmendada; laLey Núm. 48 de 2 dejulio de 1985; y la Ley Núm. 83 de 18 de junio de

2002.

EXPOSICIÓN DB MOTIVOS

El Departamento de Justicia tuvo su origen en el Artículo 45 de la Constitución

Autonómica de Puerto Rico de 25 de noviembre de 1897 , en la cual se constituyeron, cuatro

Secretarías, entre otras, la Secretaría de Gracia y Justicia y Gobernación. Durante el régimen

militar de Estados Unidos de América se llevó a cabo una reorganización del sistema de
gobierno imperante y mediante la Orden General Núm. 12 de 6 de febrero de 1899 se crea y

denomina el Departamento de Justicia como se ha conocido hasta el presente.

Conforme a esa organización, las funciones del nuevo Departamento serían las

relacionadas con la administración de justicia, el nombramiento de jueces y notarios, las

instituciones penales y los recursos de alzada. El jefe del Departamento de Justicia funcionaría

independiente de los otros tres jefes de departamentos constituidos y respondería directamente al

Gobernador General.



Mediante la reforma que se instituyó en virtud de la Orden General Núm. 98 de 15 de
julio de 1899, se confieren al Departamento las mismas atribuciones que ejercían los

Departamentos de Justicia y las Fiscalías Generales en los Estados Unidos, determinándose que

no ejercería autoridad alguna sobre los tribunales, quedando la magistratura del todo

independiente. En consonancia con esta reforma, se cambió el título de Secretario por el de
procurador General y se encomendó a este funcionario la dirección del Departamento de Justicia

confiriéndole básicamente funciones semejantes a las que tiene en la actualidad.

La Carta Orgánica de 1900, conocida como Acta Foraker, no hizo mención al

Departamento, pero creó el cargo de Fiscal General con las mismas atribuciones y funciones que

coffesponden a un Fiscal de los Estados Unidos. Escasamente transcurridos dos años después de

esta reforma, al adoptarse el Código Político de Puerto Rico, se creó el cargo de "Attorney

General" y se le delegaron las funciones que hasta ese momento había ejercido anteriormente el
procurador General. Bajo este mismo ordenamiento se consolidó en la figura del "Attorney

General" la función de representante legal del pueblo de Puerto Rico en las acciones que se

instaran en los tribunales, conjuntamente con la función de vigilar por los asuntos

administrativos internos de los tribunales. Esta dualidad de funciones se mantuvo al aprobarse la

Ley Orgánica de la Judicatura de 1950 porque, aun cuando creó un solo distrito judicial,

mantuvo la injerencia del Procurador General o "Attorney General" en los asuntos

administrativos de los tribunales.

No es hasta que se aprueba la Constitución del Estado Libre Asociado de Puerto Rico que

entre los departamentos ejecutivos considerados indispensables para la realización de las

gestiones administrativas del Gobierno, se crea el Departamento de Justicia bajo la dirección del

Secretario de Justicia. Con posterioridad a su creación con categoría constitucional, la única

acción que ha tomado la Asamblea Legislativa con el propósito de organizar, habilitar y disponer

las funciones y deberes del Departamento de Justicia ha sido la Ley Núm. 6 de 24 de julio de

lg52 mediante la cual se transfirieron al Departamento de Justicia los mismos poderes, funciones

y deberes que tenía éste hasta aquel momento en cuanto no fueran incompatibles con la

Constitución. Ello así, aun cuando nuestra Constitución consignó la facultad de la Asamblea

Legislativa para reorgani zar y asignar funciones a los departamentos ejecutivos que fueron

creados por la vía constitucional.

Como surge de la trayectoria histórica de los orígenes del Departamento, con la

excepción del articulado del Código Político de 1902 que establece las funciones que ahora

coffesponden al Secretario de Justicia, la Asamblea Legislativa no ha aprobado una ley

habilitadora que integre las funciones del Secretario de Justicia y de los demás funcionarios y

empleados del Departamento. Junto al limitado articulado del Código Político que establece las

funciones generales del Secretario de Justicia encontramos, además, un sinnúmero de leyes

especiales que crean todos aquellos cargos indispensables para que el Departamento pueda llevar

a cabo sus encomiendas como son los del Fiscal General de Puerto Rico, el Procurador General

de Puerto Rico, los Fiscales, los Procuradores de Asuntos de Familia, los Procuradores

Especiales de Protección a Menores, los Procuradores de Asuntos de Menores y los

Registradores de la Propiedad. Estos funcionarios son nombrados por el Gobernador de Puerto

Rico por un término fijo, sus nombramientos requieren el consejo y consentimiento del Senado

y, por disposición de ley especial, están bajo la supervisión directa del Secretario de Justicia.



por otra parte, en el transcurso de todos estos años, la Asamblea Legislativa ha aprobado

leyes especiales que han instituido programas y organismos adscritos al Departamento de

Justicia, para atender particularmente diversos aspectos y necesidades que han surgido como

resultado del mayor grado de complejidad e intensidad que se ha registrado en las áreas de

litigación, investigación y procesamiento y en la sociedad en general.

Asimismo, la realidad social de Puerto Rico ha generado un auge en la actividad delictiva

que ha exigido el establecimiento de una política pública vigorosa para detectar, combatir y

prevenir la delincuencia y propiciar que se canalicen los esfuerzos gubernamentales hacia la

consecución de estos fines. El Departamento de Justicia, junto a los demás componentes del

sistema de justicia criminal, ejerce un rol fundamental en el diseño de las estrategias para la

implantación de una acción gubernamental coordinada que responda a las necesidades de la

situación prevaleciente.

Como resultado de este proceso dinámico, el Departamento de Justicia ha tenido que

asumir nuevas responsabilidades, establecer programas y divisiones especializadas, así como

modificar su org anización administrativa interna para conformarla a la atención prioritaria que

exigen las distintas áreas bajo su jurisdicción. La mayor parte de estos cambios se han adoptado

a base de las normas legales generales y de los poderes inherentes de los funcionarios públicos,

pero no emanan de disposiciones legales específicas. Aun cuando el articulado vigente del

bOOigo Político y las numerosas leyes especiales aprobadas en el transcurso de un siglo han sido

la base legal que ha permitido llevar a cabo las funciones constitucionales conferidas al

Departamento de Justicia, es indispensable adoptar una ley habilitadora que integre las leyes

dispersas y que constituya el marco legal para su gestión.

Las circunstancias antes expuestas, junto a la característica particular del Departamento

de Justicia de ser el organismo gubernamental encargado de ejercer la función primordial de

representar al Estado a través de funcionarios que son nombrados a término fijo y la amplia

dimensión de los asuntos que están bajo su jurisdicción, ponen de manifiesto la necesidad de que

se adopte la Ley Orgánica del Departamento de Justicia. De esta forma, la gestión constitucional

del Departamento queda enmarcada en un estatuto que integra, precisa y actualiza todas aquellas

disposiciones de ley que atañen a las atribuciones y deberes del Secretario de Justicia y de sus

funcionarios y empleados, y al funcionamiento administrativo del Departamento de Justicia.

La Ley que se adopta para regir los procesos del Departamento de Justicia recoge los

principios de política pública establecidos en el transcurso de los años de su existencia, refleja el

amplio ámbito de funciones que desempeña este Departamento en la actualidad y establece un

marco legal adecuado para su estructura organizacional y administrativa que posibilita los ajustes

y cambios necesarios para cumplir su mandato.

DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO:

Artículo 1.- Título breve.

CAPITULO I. Disposiciones Generales



Esta Ley se denomin a "Ley Orgánica del Departamento de Justicia."

Artículo 2.- Definiciones.

Las palabras y frases utilizadas en esta Ley tienen el significado que se indica a

continuación:

(a) "Abogado designado" - el abogado que presta servicios al Departamento de Justicia,

ya sea mediante nombramiento, designación especial o contrato conforme dispone esta Ley.

(b) "Agencia" o "agencias gubernamentales" - los departamentos, juntas, comisiones,

negociados, oficinas o dependencias de la Rama Ejecutiva del Estado Libre Asociado de Puerto

Rico.

(c) "Departamento" - el Departamento de Justicia creado conforme lo dispuesto en la

Sección 6 del Artículo IV de la Constitución del Estado Libre Asociado de Puerto Rico.

Incluye, además, los programas y organismos que se integran mediante esta Ley y los que en un

futuro se hagan formar parte del Departamento.

(d) "Estado Libre Asociado" - el Estado Libre Asociado de Puerto Rico.

(e) "Fiscal" - el funcionario nombrado por el Gobernador, conforme dispone esta Ley,

que ejerce sus funciones como miembro del Ministerio Público ya sea en su capacidad de Fiscal

General de Puerto Rico, Fiscal Especial General, Fiscal Auxiliar III, Fiscal Auxiliar II, Fiscal

Auxiliar I o Fiscal de Distrito. Incluye, además, los Fiscales Especiales designados por el

Secretario de Justicia conforme establece esta Ley,,excepto cuando se excluyan expresamente

para determinados fines.

(f; "Fiscal General" - es el Fiscal General de Puerto Rico nombrado por el Gobernador

de Puerto Rico conforme dispone esta Ley.

(g) "Gobernador" - el Gobernador o Gobernadora del Estado Libre Asociado de Puerto

Rico.

(h) "Oficina del Fiscal Gener aL" - la Oticina del Fiscal General de Puerto Rico que se

crea mediante esta Ley.

(i) "Instituto" - es el Instituto de Capacitación y Desarrollo del Pensamiento Jurídico.

() "Procurador" - el funcionario nombrado por el Gobernador de Puerto Rico conforme

dispone esta Ley, que ejerce sus funciones como miembro del Ministerio Público ya sea en

capacidad de Procurador de Asuntos de Familia o Procurador de Asuntos de Menores. Incluye,

además, los Procuradores Especiales designados por el Secretario de Justicia conforme establece
esta Ley, excepto cuando expresamente se excluyan para determinados fines.

(k) "Procurador General" - el Procurador General de Puerto Rico, funcionario nombrado



por el Gobernador de Puerto Rico conforme dispone esta Ley.

el Secretario o Secretaria de Justicia nombrado(a) conforme
del Artículo IV de la Constitución del Estado Libre Asociado

CAPÍTULO il. Secretario de Justicia

(l) "Secretario"

dispuesto en la Sección 5
Puerto Rico.

lo
de

Funciones v Deberes

Artículo 3.- Secretario de Justicia.

El Secretario de Justicia, nombrado por el Gobernador según lo dispuesto en el Artículo
IV, Sección 5 de la Constitución del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, es el Jefe del
Departamento de Justicia y como tal, el principal funcionario de ley y orden del Estado Libre
Asociado encargado de promover el cumplimiento y ejecución de la ley, conforme disponen las
Secciones 5 y 6 del Anículo IV de la Constitución del Estado Libre Asociado.

Artículo 4.- Representante legal.

El Secretario es el representante legal del Estado Libre Asociado, de sus agencias y del
Pueblo de Puerto Rico en las demandas y procesos civiles, criminales, administrativos y
especiales en que sea parte y que sean instados en los tribunales u otros foros en o fuera de
Puerto Rico. El Secretario ejercerá esta representación personalmente o por medio de los
abogados designados, los fiscales y procuradores o por medio del Procurador General.

En cumplimiento de esta función corresponde al Secretario representar a:

(a) los funcionarios o empleados de las agencias de la Rama Ejecutiva que demanden o
sean demandados en su capacidad oficial y cuando así se lo soliciten, a los funcionarios o
empleados de la Rama Legislativa y de la Rama Judicial que demanden o sean demandados en
tal capacidad;

(b) los funcionarios, empleados, ex funcionarios o ex empleados del Estado Libre
Asociado que sean demandados en daños y perjuicios en su carácter personal, cuando la causa
de acción se base en alegadas violaciones a los derechos civiles, sujeto a lo dispuesto en la Ley
Núm. 104 de 29 dejunio de 1955, según enmendada, conocida como "l.r-y de Reclamaciones y
Demandas contra el Estado"; y

(c) los municipios, cuando estén presentes las condiciones que establece la Ley Núm. 8l
de 30 de agosto de 1991, según enmendada, conocida como "Ley de Municipios Autónomos del
Estado Libre Asociado" y esta Ley.



Asimismo, el Secretario podrá, a iniciativa propia o a solicitud del Gobernador o de un
jefe de agencia, instar a su nombre los procedimientos y acciones que procedan, incluyendo:

(a) las acciones para reclamar los bienes muebles e inmuebles cuyo título ha caducado

por falta de herederos, a favor del Estado Libre Asociado por disposición de ley, o en los cuales

éste tuviere algún otro derecho o título;

(b) los procedimientos de expropiación forzosa en representación del Estado Libre

Asociado conforme dispone la Ley de 12 demafzo de 1903, según enmendada;

(c) las acciones contra las personas que usurpan terrenos, derechos o bienes

pertenecientes al Estado o qúe fabriquen o causen daño a los mismos, cuando a su juicio los

intereses del Estado Libre Asociado lo requieran;

(d) los pleitos sobre contribuciones, los cuales le serán sometidos por el Departamento de

Hacienda;

(e) los procedimientos de extradición al amparo de la Ley Núm. 4 de 24 de mayo de

1960, según enmendada, y el traslado de confinados federales a la jurisdicción del Estado Libre

Asociado;

(0 cualesquiera otros procedimientos y acciones que dispone la ley.

Al dictarse sentencia en culaquiera de las causas mencionadas en este Artículo, el

Secretario solicitará que se expida el mandamiento necesario para su debida ejecución.

Las corporaciones e instrumentalidades públicas podrán solicitar al Secretario los

servicios de asesoramiento y representación legal mediante el pago al Departamento de los

gastos necesarios que conlleve la prestación de esos servicios. Las cantidades que se recauden

por este concepto ingresarán al Fondo Especial creado por esta Ley.

El Secretario podrá otorgar dispensas a las agencias y departamentos ejecutivos para que

se representen individualmente en los foros judiciales y administrativos por causa justificada y

en los casos apropiados.

Artículo 5.- Transacciones o acuerdos.

Cuando el Secretario ejerza la representación legal de las agencias, municipios y de los

empleados, funcionarios, ex funcionarios o ex empleados del Estado Libre Asociado o de los

intereses del Estado o del pueblo de Puerto Rico, no podrá efectuarse fransacción, acuerdo,

estipulación o convenio alguno relacionado con la materia objeto de la acción legal pendiente sin

el consentimiento previo del Secretario o del funcionario en quien delegue.



Artículo 6.- OPiniones.

E,l Secretario dará su opinión por escrito al Gobernador, a la Asamblea Legislativa o a

cualquiera de sus Cámaras, al Contralor de Puerto Rico, a los jefes de agencias y de las

.orpóru.iones públicas, cuando medie una resolución de su Junta de Directores autorizando la

solicitud, sobre cuestiones de derecho que se susciten en el ejercicio de sus funciones-

Asimismo, clará su opinión a los alcaldes de los municipios, en cuyo caso la solicitud debe ser

tramitacla a través de la Oñcina clel Comisionado de Asuntos Municipales. En el caso de las

legislaturas municipales, se requerirá una resolución de la legislatura correspondiente

autorizando ¿t su presidente a solicitar la opinión.

Se f'aculta al Secretario para adoptar las normas que regirán la solicitud y emisión de las

opiniones. Cuando la cuestión que se plantea en la solicitud de opinión está ante la

consideracirin de un tribunal, el Sccretario se abstendrá de opinar formalmente en torno al

asunto, mas poclrá asesorar al funciclnario si entiende que es necesario para que éste pueda

continuar clesempeñando las funciones quc le impone la ley, sin menoscabo de la facultad que

corresponcle at Poder Judicial como intérpretc final de la Constitución y las leyes del Estado

Libre Asociado.

Artículo 7.- Publicación.

El Secretario publi cará las opiniones que emita relacionadas con alguna cuestión de

política pública y aquéllas que estime de intcrés general. Copia de dichos impresos se remitirán

libre de cgsro y para uso oficial a cada nriembro de la Asamblea Legislativa, al Contralor de
puerto Rico 1, u la Oficina de Servicios Legislativos, al Gobernador y a cada jefe de agencia y de

corporacitin púhlica, a los jueces y a la Biblioteca del Tribunal Supremo, a los jueces del

Tribunal dc Apelaciones, a los jucces administradores de las Salas del Tribunal de Primera

Instanciu. al Dircctor de la Oficina rlc ArJnlinistración de los Tribunales y a los Alcaldes de cada

Municipio. así como a aquellos funcionarios, oficinas e instituciones que el Secretario

deternlínc. Aclcmás, será obligación clel Secretario difundir a través de la página electrónica del

Deparranlcnt() un listado de todas las opiniones emitidas por éste para el uso del público en

general.

Sc autpriza al Secretario a cnviar e intercambiar las opiniones publicadas con el

gobierne ll'tlcri¡t y los gobiernos estatales cle los Estados Unidos, y con gobiernos extranjeros,

ásí conrt) con las organizaciones e instituciones públicas o privadas que tengan publicaciones de

interés gencf.rl. También podrá vencler los volúnrenes de las opiniones mediante las norrnas que

adopte a estgs cl'ectos. El producto de la venta ingresará en el Fondo Especial creado por esta

Ley.

Artículo 8.- Asuntos de polít ica pública-

Se faculta al Secretario para establecer mediante reglamento las guías necesarias para

determinar los asuntos que comprendan consideraciones de política pública desde el punto de

vista legal. Se considerarán asuntos de política pública, sin que ello constituya una limitación,

aquellos en que:



(a) se plantea una controversia en la interpretación de una ley o de la Constitución del
Estado Libre Asociado que afecta el funcionamiento, desarrollo o estabilidad de un programa o
proyecto gubernamental ;

(b) se plantea un conflicto en la interpretación de una ley aprobada por la Asamblea
Legislativa de Puerto Rico y una ley aprobada por el Congreso de los Estados Unidos de
América relacionado con el funcionamiento, desarrollo o estabilidad de un programa o proyecto
gubernamental;

(c) surgen interrogantes en cuanto a la interpretación de normas o la acción tomada por
una agencia con relación a la ley federal o la Constitución de los Estados Unidos de América y
una ley aprobada por la Asamblea Legislativa y la Constitución del Estado Libre Asociado;

(d) se alega una violación a los derechos constitucionales por alguna actuación de uria
agencia, funcionario o empleado gubernamental;

(e) se suscita una controversia de índole judicial entre las agencias y las corporaciones
públicas;

(0 se solicita se interprete la ley o la jurisprudencia de forma tal que se altera o
modifica una norma jurídica, cuyo resultado puede afectar previsiblemente los intereses de algún
programa o proyecto gubernamental;

(g) ha sido instada una acción judicial o administrativa contra alguna agencia o
funcionario fuera de la jurisdicción del Estado Libre Asociado; o

(h) aquellas otras que el Secretario determine previa aprobación del Gobernador.

En los casos o situaciones que comprendan consideraciones de política pública, los jefes

de agencias, corporaciones públicas e instrumentalidades gubernamentales, deben coordinar con
el Secretario la estrategia legal a seguir a fin de evitar o minimizar los efectos legales adversos al
interés público.

Artículo 9.- Contratación gubernamental de servicios legales.

El Secretario adoptará por reglamento las guías necesarias para regir la contratación de
servicios legales por parte de las agencias, instrurnentalidades y corporaciones públicas.

Artículo 10.- Asesoramiento legal.

El Secretario ofrecerá el asesoramiento legal que le solicite el Gobernador, la Asamblea
Legislativa y las comisiones legislativas en la consideración y trámite de proyectos de ley, así
como en los estudios que éstos lleven a cabo.



Artículo I l.- Facultad para investigar.

El Secretario y los funcionarios y empleados en quienes delegue, llevarán a cabo las

investigaciones que sean necesarias y adecuadas para el ejercicio de las facultades que le

concede esta Ley y quedan autorizados para entrevistar testigos y tomar juramentos y

declaraciones. Las citaciones serán expedidas por los fiscales, procuradores y abogados

designados o aquellos funcionarios o empleados en que el Secretario delegue tal facultad.

Asimismo, podrán extender citaciones bajo apercibimiento de desacato y requerir la

comparecencia de testigos y la presentación de evidencia documental y de aquella evidencia que

consideren esencial para el conocimiento cabal del asunto bajo investigación.

Artículo 12.- Deber de comparecer.

La persona citada como testigo en una investigación o procedimiento está obligada a

comparecer y a testificar, o a presentar la evidencia que se le requiera. En dicho caso, la persona

citada debe ser informada de su derecho a rehusar revelar cualquier evidencia o testimonio que

pueda incriminarlo. En el caso en que se negare a comparecer, a testificar o a presentar la

evidencia que se le ha requerido basándose en que el testimonio o la evidencia puede

incriminarla o exponerla a un proceso criminal, civil, de naturaleza administrativa o que puede

conllevar la destitución o suspensión de su empleo, profesión u ocupación, el Secretario

determinará si la situación amerita la concesión de inmunidad a la persona citada utilizando los

criterios y nonnas legales aplicables a la concesión de inmunidad.

Artículo I 3.- Información confidencial. Divulgación.

La información obtenida como resultado de la investigación realizada es confidencial y

clebc mantenerse en un expediente investigativo, el cual no puede ser objeto de inspección,

examen ni divulgación mientras se conduce la investigación. La información así' recopilada

puetle ser divulgada una vez concluida la investigación conforme las normas que adopte el

Secretario mediante reglamento, excepto en aquellos casos en que surjan las siguientes

si tuaciones:

(a) una ley o reglarnento declare la confidencialidad de la información;

(b) se revele información que pueda lesionar derechos fundamentales de terceros;

(c) la comunicación esté protegida por alguno de los privilegios evidenciarios que

pueden invocar los ciudadanos;

(d) se trate de la identidad de un confidente;

(e) sea información oficial conforme a la Regla 3l de las de Evidencia;

(0 se revelen técnicas o procedimientos de investigativos.



Artículo | 4.- Licencia.

Cuando un empleado sea citado para comparecer ante el Departamento en relación a
algún asunto o investigación, el patrono no podrá descontar de su salario o de la licencia de
vacaciones o por enfermedad, las horas o los días que empleó para dar cumplimiento a la
citación.

Art ículo 15.-  Dietas y mi l la je.

Sc faculta al Secretario a fijar mediante reglamento lo relativo a la cuantía y modo del
pago de dietas y millaje a las personas que sean citadas por el Departamento en relación a algún
asunto o investigación, cuando los recursos económicos así lo permitan y en atención a las
necesidades del solicitante. Se excluye de lo dispuesto a los funcionarios y empleados públicos
que compilrecen ante algún funcionario o empleado del Departamento por razón de las funciones
inherentes a su cargo o empleo.

Los fondos para el pago de las dietas y millaje provendrán del fondo especial bajo la
administración de la Junta de Confiscaciones creado mediante la Ley Núm. 93 de 13 de julio de
1988, según cnmendada, o del Fondo Especial creado por esta Ley.

Artículo 16.- Concesión de inmunidad.

El Secretario o el funcionario en quien delegue es el único funcionario de la Rama
Ejecutiva con facultad para conceder inmunidad a cualquier persona en el curso de una
investigacirin o procedimiento cuando, a su juicio, ello fuere necesario en interés de la justicia,

confornte establece la Ley Núm. 27 dc 8 de diciembre de 1990, conocida como "Ley de
Procedimicnto y Concesión de Inmunidad a Testigos", excepto por lo dispuesto en la Ley Núm.
2 de 33 dc f'ebrero de 1988, según enmendada, que crea el cargo de Fiscal Especial
Indepcndicntc. El Secretario estableceri nrediante reglamento las normas, el procedimiento y los
criterios quc dcben tomarse en consideración para conceder la inmunidad.

Cuundo una persona debidamcnte citada por un funcionario o empleado del Estado Libre
Asociado autorizado por ley a expedir citaciones para comparecer a testificar o producir
evidencia cn una investigación o procedimiento, se niegue a comparecer, a testificar o a producir
la evidcncia que se le ha requerido basándose en que el testimonio o la evidencia puede
incriminarlu o exponerla a un proceso criminal, civil, de naturaleza administrativa o.que",puede
conllevar la dcstitución o suspensión de su empleo, profesión u ocupación, el funcionario o
empleado del Estado Libre Asociado notificará al Secretario el hecho de la negativa para que
éste o el f'uncionario en quién delegue, determine si la situación amerita la concesión de
inmunidad a la persona citada o inste la acción que proceda conforme la ley.
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